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Derecho Procesal 
Laboral

Concepto de Derecho Procesal 
Laboral.

Es el conjunto de normas jurídicas que 
regulan la actividad jurisdiccional que el 
Estado realiza a través de los tribunales del 
Trabajo para solucionar los conflictos 
laborales, ya sea mediante la Conciliación y 
de no ser posible esta mediante el arbitraje, 
con el propósito de mantener el orden 
jurídico y económico entre la fuerza laboral 
y el capital. Fundamento constitucional del 
Derecho Procesal del Trabajo

Autonomía del derecho del trabajo

En este tema se analiza si existe la 
posibilidad de que el derecho del trabajo 
tenga vida propia, esto es, si tiene 
independencia o si, por el contrario, está 
dentro de otra disciplina jurídica.
Si atendemos a que la disciplina que nos 
ocupa es una rama de un todo que es el 
derecho, fácil es contestar que la supuesta 
independencia no existe, ya que entre sus 
especies se da una necesaria interrelación.

Principio de Gratuidad.

Fundamento legal 19, 685, 824, 944, 975 
fracción II inciso B y 17 Constitucional.
La impartición de justicia por parte de las 
autoridades laborales será gratuita y no 
causara en consecuencia impuesto, gasto o 
costo alguno a cargo de los litigantes.
A las partes se les puede llegar a condenar al 
pago de costas y gastos del juicio en términos 
de lo dispuesto por el artículo 944 de la ley.
La gratuidad de los procedimientos laborales y 
en general la de los procedimientos llevados 
por el Estado para impartir justicia, tienen su 
fundamento en el artículo 17 Constitucional, en 
el que se prohíben las costas judiciales.

PRINCIPIOS DEL DERECHO PROCESAL DEL 
TRABAJO.

Principio de publicidad
La publicidad es una garantía de que el 
negocio será resuelto de forma limpia y 
honesta, es decir, el principio de la publicidad 
ha de entenderse como el derecho que tienen 
todos los ciudadanos a presenciar todas las 
audiencias o diligencias, salvo las excepciones 
expresamente establecidas por la Ley, como 
sería la audiencia de discusión y votación del 
laudo, o por razones del buen servicio o 
morales.

  
Principio de gratuidad
Sin lugar a dudas, la gratuidad en el 
procedimiento laboral, deriva del artículo 17 
de nuestra Carta Magna que determina: "nadie 
puede ser aprisionado por deudas de carácter 
puramente civil. Ninguna persona podrá 
hacerse justicia por sí misma, ni ejercer 
violencia para reclamar su derecho.
Principio de inmediatez
El principio de inmediatez consiste 
esencialmente en que los miembros de las 
Juntas de Conciliación y Arbitraje deben estar 
en contacto personal con las partes: reciban 
pruebas, oigan sus alegatos, las interroguen, 
etc., para obrar con mayor justicia.

Principio de inmediatez
El principio de inmediatez consiste 
esencialmente en que los miembros de las 
Juntas de Conciliación y Arbitraje deben estar 
en contacto personal con las partes: reciban 
pruebas, oigan sus alegatos, las interroguen, 
etc., para obrar con mayor justicia.
Principio de oralidad
A diferencia del derecho común, el derecho 
procesal laboral se desarrolla con base en 
audiencias, en las que las partes comparecen a 
hacer valer sus derechos, teniendo la 
posibilidad de exponer verbalmente sus 
pretensiones ante la autoridad, por ello se le 
ubica como un proceso eminentemente oral. 
Se afirma que por dicha característica, 
predomina la palabra hablada, aunque no 
necesariamente se quiere decir con ello que no 
exista nada escrito, ya que no podría concebirse 
un proceso totalmente oral, debido a la 
necesidad de la constancia gráfica, ocasionada 
por la imposibilidad material de que el 
juzgador pueda conservar en la memoria todo 
el desarrollo de un conflicto.

Principio dispositivo
Las Juntas de Conciliación y Arbitraje no 
pueden manifestarse si los interesados no 
actúan, es decir, para que el poder 
jurisdiccional intervenga por conducto de sus 
titulares, es necesario que los particulares 
promuevan, impulsando el procedimiento. Este 
principio
se ha llamado tradicionalmente iniciativa o 
instancia de parte, tal y como ocurre en nuestra 
materia. Lo anterior supone que el juzgador 
solo actúa a petición de los promoventes. Ya los 
romanos decían: nemo Iudex sine adore: no hay 
juez sin partes. Este principio es el opuesto al 
principio o proceso inquisitorial, en donde 
funciona la oficiosidad como norma en el 
proceso.

Principio de Gratuidad.

Aunque existen sectores que aprovechan 
mas los tratados comerciales de México, los
tratados consideran que los principales 
beneficiarios de las reglas ahí vertidas son:
Los mexicanos (sector empresarial, sector 
público, sector laboral, sector agropecuario,
sector académico, exportadores e 
importadores).

NUEVOS PRINCIPIOS PROCESALES

La segunda parte del artículo 685, que fue 
reformado en 1988, previene una novedad 
en materia laboral al establecer:
Cuando la demanda del trabajador sea 
incompleta, en cuanto a que no 
comprenda todas las prestaciones que de 
acuerdo con esta Ley deriven de la acción 
intentada o procedente, conforme a los 
hechos expuestos por el trabajador, la 
Junta, en el proceso de admitir la 
demanda, subsanará ésta. 

Principio de suplencia
En el primer caso, la demanda incompleta, 
en cuanto no contenga o comprenda todas 
las prestaciones que de acuerdo con la Ley 
derivan de la acción intentada por el 
trabajador, la Junta, en el momento de 
admitirla subsanará las omisiones, 
precisando cuáles son todas aquellas 
prestaciones que por ley le corresponden y 
que olvidó u omitió demandar el trabajador.
Principio subsanador
En la segunda hipótesis, y de acuerdo con el 
artículo 873 relacionado con el 685 de la 
Ley, cuando el actor sea el trabajador o sus 
beneficiarios, la Junta señalará los defectos 
u omisiones en que hayan incurrido por 
irregularidades en la demanda, o cuando se 
hubiesen ejercitado acciones 
contradictorias, fijará un término de tres 
días para que sean subsanadas dichas 
irregularidades

Naturaleza jurídica del derecho 
del trabajo

Pues vemos que el derecho fiscal es 
derecho público, a pesar de que tutela 
derechos patrimoniales; en cambio, todo el 
régimen de familia no es patrimonial y 
pertenece al derecho privado.
Hay autores que sostienen que es necesario 
ver el plano en el que se encuentran los 
sujetos de la relación jurídica, para poder 
distinguir si la norma que los rige es de 
derecho público o de derecho privado; si los 
sujetos se encuentran en un mismo plano, 
estamos frente a una norma de derecho 
privado, es decir, una relación de 
coordinación; si uno de los sujetos de la 
relación está en un plano de superioridad, 
estamos frente a una norma de derecho 
público.
Pero puede ocurrir que los sujetos de la 
relación estén en un plano de igualdad y, 
sin embargo, las normas que los rigen sean 
de derecho público; por ejemplo, los 
tratados internacionales.

Derecho privado

Al tratar de precisar la naturaleza jurídica 
del derecho del trabajo, los autores no 
coinciden. Hay quienes sostienen tesis 
monistas, como la que señala que el 
derecho del trabajo se rige por normas de 
derecho privado, ya que se trata de 
relaciones entre particulares: patrón y 
trabajador.
   Otros dicen que se rige por normas de 
derecho público, por tener su base en la 
Constitución, porque contiene normas de 
interés público, irrenunciables, por la 
vigilancia que ejerce el Estado en las 
relaciones de las partes.

Derecho social

Carlos García Oviedo dice que todo lo relativo 
a la prestación de servicios debe considerarse 
dentro del derecho social, pues el grupo de 
trabajadores engendra problemas de carácter 
social. Pero no queremos confundir este 
planteamiento, ya que el término “social” es 
tan amplio que ninguna rama del derecho 
dejaría de ser social.
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   Hay otros autores que afirman que el 
derecho del trabajo señala el nacimiento de 
un nuevo sistema de derecho, distinto del 
derecho público y del derecho privado.


